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resUMen
La imposición de medidas de aseguramiento privativas de la libertad en Colombia enfrenta una profunda tensión entre la garantía de la presunción de inocencia, los fines procesales del encarcelamiento cautelar y la crisis de hacinamiento en el sistema penitenciario y de detención transitoria. El presente trabajo analiza la ausencia de un estándar probatorio claro y riguroso para acreditar el periculum libertatis (peligrosidad procesal) en el ordenamiento penal colombiano. A partir de un examen del marco normativo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como de la doctrina sobre razonamiento probatorio, se aborda el uso de la peligrosidad
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como un juicio predictivo que exige inferencias probatorias justificadas y no meras presunciones o atajos argumentativos basados en la gravedad del delito. Finalmente, se concluye sobre la necesidad de delimitar el nivel de suficiencia probatoria exigible en sede cautelar para evitar que la prisión preventiva se convierta en una sanción anticipada.
Palabras clave: medida de aseguramiento, periculum libertatis, estándar probatorio, presunción de inocencia, razonamiento probatorio, detención preventiva.
ABSTRACT
 e imposition of pretrial detention measures in Colombia faces a profound tension between the presumption of innocence, the procedural aims of preventive custody, and the overcrowding crisis within the penitentiary system and temporary detention units. is paper analyzes the absence of a clear and rigorous evidentiary standard to establish periculum libertatis (procedural risk) within the Colombian criminal procedural system. Drawing upon the domestic legal framework, the jurisprudence of the Constitutional Court, the Supreme Court of Justice, and the Inter-American Court of Human Rights, as well as literature on evidentiary reasoning, this study examines procedural risk as a predictive judgment that demands justified inferential reasoning rather than mere presumptions or argumentative shortcuts based on the severity of the offense. Finally, it concludes on the necessity of defining the required level of evidentiary sufficiency in precautionary hearings to prevent pretrial detention from becoming an anticipated punishment.
Keywords: pretrial detention, periculum libertatis, evidentiary standard, presumption of innocence, evidentiary reasoning, preventive custody.


1. Introducción y planteamiento del problema
La imposición de una medida de aseguramiento privativa de la libertad representa uno de los mayores desafíos en el ejercicio de la función de control de garantías en Colombia. En esta etapa, confluyen la necesidad de proteger fines procesales y la vigencia del principio de presunción de inocencia en un contexto de crisis carcelaria.
La Sentencia SU-122 de 2022 de la Corte Constitucional recoge varios estándares internacionales aplicables a la protección de las personas privadas
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de la libertad. Entre ellos sobresalen el respeto por la dignidad humana y el deber de separar a las personas procesadas de aquellas ya condenadas. En esa misma línea, el artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 dispone que toda persona privada de la libertad debe recibir un trato humano y permanecer en condiciones adecuadas durante su reclusión.
Asimismo, las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, adoptadas en el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente en 1955, reconocen garantías básicas relacionadas con la higiene personal, la alimentación, el vestido, la cama, el ejercicio físico y la atención médica. En conjunto, estos instrumentos muestran que la privación de la libertad está sometida a límites materiales orientados a preservar la dignidad de la persona.
En Colombia, el hacinamiento en la mayoría de los establecimientos carce-larios ha llevado a recluir a personas privadas de la libertad en estaciones de policía y Unidades de Reacción Inmediata (URI). Sin embargo, estos espacios no fueron concebidos para detenciones prolongadas, pues carecen de condi-ciones materiales y de servicios adecuados. Esta situación compromete los derechos humanos antes mencionados. Por ello, la Corte Constitucional, luego de declarar el estado de cosas inconstitucional en el sistema penitenciario mediante la Sentencia T-388 de 2013, extendió esa declaración a los centros de detención transitoria, como inspecciones, estaciones y subestaciones de policía, así como a las URI. En la Sentencia SU-122 de 2022, la Corte concluyó que estas detenciones se desarrollaban en condiciones de hacinamiento, insalubridad e infraestructura deficiente, caracterizadas por mala ventilación, ausencia de servicios sanitarios y de salud, y restricciones para el contacto con familiares y abogados. Además, advirtió la existencia de riñas, afecciones cutáneas y la falta de suministro de alimentos e implementos de aseo.
A pesar de la gravedad que implica la restricción de la libertad, el sistema procesal colombiano carece de un estándar probatorio definido para establecer cuándo se encuentran acreditados los peligros procesales (periculum libertatis). Esta indeterminación abre una zona de gris en la que la gravedad del delito suele operar como criterio casi exclusivo, lo que desdibuja el carácter cautelar y excepcional de la medida y la aproxima a una sanción anticipada.
En este contexto, resulta necesario establecer si la ley, la jurisprudencia o la doctrina ofrecen algún criterio que permita determinar el estándar probatorio aplicable para decidir cuándo la medida es necesaria para cumplir su finalidad en el caso concreto. En otras palabras, no es claro en qué momento puede darse por probada la existencia de un peligro procesal que justifique la imposición de una medida de aseguramiento. Lo mismo ocurre con el fumus comissi
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[image: ]delicti, que en el ordenamiento colombiano corresponde a la inferencia lógica y razonable de autoría o participación en la conducta y que tampoco parece contar con un estándar claramente definido. No obstante, para efectos de este análisis, el énfasis se pondrá en la justificación del periculum libertatis, entendido como la peligrosidad procesal que hace indispensable la imposición de la medida.
Esta delimitación se justifica porque son numerosos los estudios sobre el estándar probatorio de la inferencia lógica y razonable y sobre la probable autoría o participación del procesado en el delito investigado2. Además, se ha defendido su compatibilidad con la presunción de inocencia bajo la premisa de que no implica un pronóstico anticipado de responsabilidad penal, ya que en esa etapa procesal aún no existe certeza y tampoco puede exigirse el estándar de “más allá de toda duda razonable”. A ello se suma que la investigación se encuentra apenas en una fase incipiente cuando se adoptan este tipo de decisiones.
Según Palacios Parra, la inferencia lógica y razonable es “el primer estándar probatorio exigible en el normal desarrollo del procedimiento penal” y constituye una conexión inicial entre los hechos investigables y la persona procesada3. El autor explica que debe existir un respaldo probatorio que muestre la impli-cación de la persona imputada en hechos de relevancia penal, incluso en etapas tempranas. En ese sentido, este estándar “brinda claridad sobre la posibilidad de la comisión de los delitos imputados y no sobre el nivel de responsabilidad que tiene la persona ante ellos”4
Beltrán Calfuparra, en su análisis comparado entre Colombia y Chile, sostiene que en el caso colombiano resulta insuficiente acudir a fórmulas como la inferencia razonable para resolver el problema del estándar probatorio5. A su


2  SUÁREZ RAMÍREZ, J. L. Inferencia razonable, probabilidad de verdad y conoci-miento más allá de toda duda razonable: grados de conocimientos en el proceso penal colombiano. Bogotá: Grupo Editorial Ibáñez, 2016; LÓPEZ PINILLA, A. M. Estándar de la prueba y defensas afirmativas en el proceso penal. Análisis con referencia al caso colombiano y español. En: Revista Nuevo Foro Penal. Vol. 12, no. 86 (2016), pp. 151-192; MUÑOZ GARCÍA, M. A. El estándar probatorio penal y su motivación. Bogotá : Grupo Editorial Ibáñez, 2019.
3  PALACIOS PARRA, D. A. El estándar probatorio en la medida de aseguramiento: un análisis a partir de la Ley 1826 de 2017. En: Derecho Penal y Criminología. Vol. 44, no. 116 (2023), p. 103.
4   Ibíd., p. 103.
5 BELTRÁN CALFUPARRA, R. Estándares de prueba y su aplicación sobre el elemento material de la prisión preventiva en Chile. En: Política Criminal. Vol. 7, no. 14 (2012),
pp. 454-479.
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juicio, estas expresiones “no han dado respuesta respecto del grado de refutación probabilística que sirve de base al tiempo de considerar un estándar”6 En otros términos, no se ha precisado “el quantum de error permitido en la aceptabilidad de las aserciones fácticas que sirven de apoyo en la decretación de la prisión preventiva”7
En la misma línea, Mena Batalla concluye, a partir del estudio de los pronun-ciamientos de la Corte, que la inferencia lógica y razonable de probable autoría y participación no ha sido definida con suficiente precisión por la jurisprudencia8. Según este autor, la Corte Suprema no ha desarrollado un examen detallado sobre lo que debe entenderse por inferencia razonable ni ha fijado las condi-ciones lógicas que la componen o el grado de probabilidad exigible para tener por acreditada la hipótesis. A ello se suma que, como advierte Pabón Gómez, la inferencia razonable se apoya en elementos materiales y no puede confundirse con una mera conjetura9. Desde esta perspectiva, Colombia, al igual que Chile, parece carecer de un estándar probatorio para las medidas de aseguramiento que permita superar la íntima convicción. De ahí que resulte necesaria una regulación que precise cómo se determinan los hechos en sede cautelar, no solo para salvaguardar la presunción de inocencia, sino también para hacer posible el control de las decisiones judiciales.

2. Marco legal y conceptual de las medidas de aseguramiento
Como ocurre en buena parte de América Latina, en Colombia la privación de la libertad antes de sentencia se ha justificado a partir de la concepción de la medida de aseguramiento privativa de la libertad como una medida cautelar con fines estrictamente procesales. Desde esta perspectiva, su compatibilidad con la presunción de inocencia depende de que se oriente exclusivamente a garantizar la comparecencia del imputado al proceso, la preservación de la prueba o la protección de la comunidad, en especial de las víctimas. Estos presupuestos fueron recogidos en el Acto Legislativo 03 de 2002, que modificó el artículo 250 de la Constitución Política.

6	Ibíd., p. 470.
7	Ibíd., p. 470.
8	MENA BATALLA, J. A. Los problemas de suficiencia probatoria en la imposición de la medida de aseguramiento. Derecho. Debates y personas, 24 de agosto de 2020.
9	PABÓN GÓMEZ, G. Inferencia razonable de autoría o participación del delito inves-tigado: marco conceptual. Pabón Gómez & Pabón Castaño, marzo de 2019.
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[image: ]La libertad personal, de conformidad con los artículos 28 y 29 de la Constitución, constituye la regla general que debe orientar la actuación penal. Por ello, su restricción tiene carácter excepcional, como lo establece el artículo 295 de la Ley 906 de 2004. En consecuencia, de acuerdo con el artículo 306 del Código de Procedimiento Penal (en adelante, CPP), la solicitud de medida de aseguramiento debe estar acompañada de los elementos de conocimiento necesarios para sustentar y demostrar la urgencia de su imposición. Tales elementos se dirigen, en principio, a acreditar la inferencia razonable de autoría o participación del imputado en el hecho investigado. Las finalidades completas están relacionadas de los artículos 309, 310, 311, y 312 del Código de Procedimiento Penal. A su vez, el parágrafo 2 del artículo 307 del CPP dispone que las medidas privativas de la libertad solo procede cuando quien las solicita pruebe ante el juez de control de garantías que las medidas no privativas resultan insuficientes para asegurar el cumplimiento de sus fines.
Junto con la inferencia sobre la intervención del imputado en el hecho punible, debe demostrarse la configuración de los fines que justifican la medida de aseguramiento. La Corte Suprema de Justicia ha señalado que, para solicitar una medida privativa de la libertad, no basta con acreditar la intervención del imputado y la gravedad del delito, sino que es indispensable valorar los aspectos previstos en la ley respecto de sus fines, los cuales son de naturaleza preventiva y no constituyen un pago anticipado de la pena10. De ahí que estas medidas no puedan equipararse a una sentencia condenatoria ni confundirse con la pena, pues su justificación cautelar exige que se impongan de manera excepcional, preventiva y no sancionatoria.
El análisis conjunto de la normativa y la jurisprudencia permite advertir que el legislador quiso someter a debate probatorio no solo la inferencia razonable de autoría o participación, sino también la finalidad y la necesidad de la medida. En consecuencia, no basta con identificar un fin legítimo: es preciso probar, además, que no existe una medida menos gravosa capaz de neutralizar el peligro procesal que se pretende evitar. En este sentido, la Corte Constitucional sostuvo en la Sentencia C-469 de 2016 que la regulación procesal penal fija reglas específicas sobre la procedibilidad de la detención preventiva bajo un estricto criterio de necesidad probada11. Si esa exigencia no se satisface, el juez sólo puede decretar medidas no privativas de la libertad.


10	COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL.
Sentencia AP 7109-46148. M. P. Patricia Salazar Cuéllar. (12 de octubre de 2016).
11	COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-469 de 2016. M. P. Luis
Ernesto Vargas Silva. (31 de agosto de 2016).
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En consonancia con el principio de proporcionalidad, la calificación jurídica provisional del delito no basta para inferir el riesgo de obstrucción de la justicia, el peligro para la comunidad o la víctima, ni la probabilidad de incomparecencia o de incumplimiento de la sentencia12. Por ello, la necesidad de la medida debe probarse de manera específica en cada caso. En el mismo sentido, el parágrafo 1 del artículo 308 del CPP establece que la calificación jurídica provisional no es, por sí sola, determinante para inferir esos riesgos. En consecuencia, el juez de control de garantías debe valorar suficientemente si, a partir de las circunstancias del caso, se configuran los requisitos que autorizan la medida, sin atender de manera exclusiva a la conducta investigada.
Esta comprensión coincide con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Aunque la conducta investigada pueda considerarse grave, la imposición de una medida privativa de la libertad no puede fundarse exclusivamente en ese dato. En el caso Romero Feris vs. Argentina, la Corte IDH reiteró que toda restricción cautelar de la libertad debe ser compatible con la Convención Americana sobre Derechos Humanos, idónea para alcanzar el fin perseguido, indispensable para cumplirlo, insustituible por una medida menos gravosa y proporcional en sentido estricto13. Asimismo, precisó que la medida sólo puede imponerse para evitar que el acusado obstruya el procedimiento o eluda la acción de la justicia y que el peligro procesal no se presume, sino que debe verificarse en cada caso con base en circunstancias objetivas y ciertas.
En la misma sentencia, la Corte IDH reiteró, a propósito del artículo 8.2 de la Convención, que los elementos que acreditan la existencia de los fines legítimos de la prisión preventiva tampoco se presumen, de modo que el juez debe fundar su decisión en circunstancias objetivas y ciertas del caso concreto. Ello implica que la carga de acreditación recae en quien ejerce la persecución penal y no en la persona acusada, quien debe contar con la posibilidad real de controvertir la solicitud y ejercer su defensa técnica. Por la misma razón, la Corte insistió en que la gravedad del delito imputado no constituye, por sí sola, justificación suficiente de la prisión preventiva.
En el ordenamiento colombiano, los artículos 308 a 313A del CPP enuncian circunstancias que orientan la valoración judicial sobre la peligrosidad procesal o la indispensabilidad de la detención. Entre ellas se cuentan, por ejemplo, supuestos relacionados con delitos sexuales contra menores de catorce años, el uso de armas, la ausencia de arraigo o comportamientos que permitan inferir


12	Ibíd.
13	CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Romero Feris vs.
Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019.
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[image: ]falta de disposición para comparecer al proceso o cumplir la eventual sentencia. En la misma lógica, el numeral 1 del artículo 199 de la Ley 1098 de 2006 restringe la procedencia de medidas no privativas de la libertad en determinados casos, lo que refuerza una tendencia legislativa a asociar ciertas hipótesis con la proce-dencia de la detención preventiva.

3. El tipo de inferencias probatorias y la peligrosidad procesal
A partir de lo expuesto, la decisión sobre una medida de aseguramiento supone que el juez formule una prognosis sobre la peligrosidad procesal del imputado14. Se trata de justificar una premisa fáctica referida a hechos futuros, lo que obliga a precisar el tipo de inferencia probatoria admisible en sede cautelar. Desde una perspectiva racionalista, esta tarea no abandona la idea de verdad como correspondencia, pero la proyecta hacia un juicio predictivo construido con base en hechos del presente y del pasado15.
El razonamiento cautelar tiene, por tanto, una dimensión predictiva: pretende anticipar si existe un riesgo relevante para el proceso a partir de información ya disponible. Para ello, la decisión debe apoyarse en hechos acreditados y en una garantía inferencial explícita —reglas de la experiencia, criterios lógicos o conocimientos especializados— que permita pasar de esos datos a la conclusión sobre la necesidad de la medida. El problema aparece cuando los supuestos legales de peligrosidad se aplican de manera automática, pues entonces dejan de operar como hechos indicadores y empiezan a funcionar, en la práctica, como presunciones difíciles de controvertir.
En este ámbito, los elementos materiales probatorios, la evidencia y la información legalmente obtenida deben servir para verificar las premisas fácticas del caso y construir inferencias controlables sobre el riesgo futuro. Valenzuela Saldias propone entender este ejercicio desde una lógica de proba-bilidad inductiva: no se prueba directamente un hecho futuro, sino el grado de confianza racionalmente justificado en la existencia de patrones o regularidades


14 DEI VECCHI, D. La inferencia probatoria: cuestiones generales. En: La decisión de encarcelar preventivamente y otros peligros procesales. Buenos Aires: Editorial Ad-Hoc, 2017, p. 161.
15  TARUFFO, Michele. La prueba de los hechos. Madrid : Trotta, 2005; FERRER BELTRÁN, Jordi. Prueba y verdad. Madrid: Marcial Pons, 2005; GASCÓN ABELLÁN, Marina. Un modelo de conocimiento judicial de hechos. En: Los hechos en el derecho: bases argu-mentales de la prueba. 2a ed. Madrid: Marcial Pons, 2010, pp. 47-124.
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que permitan anticiparlo16. De ahí la importancia de las máximas de experiencia como soporte epistémico de la inferencia, siempre que su uso sea explícito, contrastable y compatible con la sana crítica.
Desde esta perspectiva, Dei Vecchi insiste en que la justificación del periculum libertatis exige identificar qué eventos configuran la peligrosidad procesal y cuál es el nivel de probabilidad suficiente para considerar indispensable la detención preventiva17. La dificultad radica en que, aunque la Corte Constitucional ha negado que las hipótesis legales funcionen como presunciones, en la práctica judicial pueden operar de ese modo y desplazar la carga argumentativa hacia la defensa. Por ello, toda decisión cautelar debe explicitar los hechos de apoyo, la regla inferencial utilizada y las razones por las cuales las medidas menos gravosas resultan insuficientes.
Esta exigencia cobra especial importancia frente a criterios apoyados en riesgos de reincidencia o en herramientas automatizadas basadas en machine learning. Si la garantía inferencial permanece opaca o descansa en generalizaciones no verificables, la decisión se vuelve difícilmente controlable y se debilita el derecho de defensa. En consecuencia, la argumentación judicial sobre la peligrosidad procesal sólo es compatible con el debido proceso si permite conocer, discutir y controvertir tanto los datos empleados como el razonamiento que conduce a la conclusión cautelar.
Desde el punto de vista argumentativo, Dei Vecchi retoma el modelo de Toulmin para explicar cómo debería justificarse judicialmente la peligrosidad procesal18. En este esquema, la decisión no puede basarse en afirmaciones genéricas, sino en datos relevantes del caso y en una garantía inferencial explícita
—reglas de la experiencia, criterios lógicos o conocimientos especializados—que permita pasar de esos datos a la conclusión sobre la necesidad de la medida. En el ámbito penal, los datos corresponden a hechos concretos suficientemente acreditados y la conclusión consiste en establecer, con una probabilidad racio-nalmente justificada, la existencia del riesgo procesal.


16  VALENZUELA SALDIAS, J. Sin convicciones sobre el futuro. Una observación a “Prueba sin convicción: estándares de prueba y debido proceso” de Jordi Ferrer. En: Discusiones. Vol. 28, no. 1 (2022), pp. 159–177.
17 DEI VECCHI, D. La inferencia probatoria: cuestiones generales. En: La decisión de encarcelar preventivamente y otros peligros procesales. Buenos Aires : Editorial Ad-Hoc, 2017, p. 161-200; DEI VECCHI, D. Admisión y exclusión de pruebas: índice para una discusión. En: ROVATTI, P. y LIMARDO, A. (Eds.). Pensar la prueba. Buenos Aires: Editores del Sur, 2020.
18 DEI VECCHI, D. Admisión y exclusión de pruebas: índice para una discusión. En: ROVATTI, P. y LIMARDO, A. (Eds.). Pensar la prueba. Buenos Aires: Editores del Sur, 2020.
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[image: ]De allí se sigue que el juez debe identificar primero los hechos concretos relevantes y establecer si cuentan con respaldo suficiente. Sólo después puede construir, bajo las reglas de la sana crítica, una inferencia sobre el riesgo futuro. En este tipo de razonamiento, la peligrosidad procesal no se presenta como una verdad demostrada en sentido fuerte, sino como una conclusión probabilística que requiere justificación explícita y controlable. Esa exigencia es especialmente importante en sede cautelar, donde la decisión afecta inten-samente la libertad personal antes de la sentencia.

4. Conclusiones
El análisis realizado muestra que la imposición de medidas de aseguramiento privativas de la libertad en Colombia continúa afectada por una insuficiente definición del estándar probatorio aplicable al periculum libertatis. Esta indeter-minación es especialmente problemática en un contexto de crisis carcelaria y de restricciones severas a la libertad personal, pues facilita que la gravedad del delito o ciertas hipótesis legales operen como atajos argumentativos en lugar de exigir una justificación probatoria estricta sobre la necesidad de la medida.
De allí que resulte necesario precisar, tanto en la legislación como en la práctica judicial, cuáles hechos permiten tener por acreditado un riesgo procesal y con qué nivel de suficiencia probatoria puede restringirse cautelarmente la libertad. Mientras ello no ocurra, subsistirá el riesgo de que las circunstancias previstas en los artículos 309 a 312 del CPP funcionen como presunciones encubiertas y de que la decisión cautelar se aparte de su carácter excepcional, preventivo y sometido a contradicción. Un estándar probatorio más claro no solo reforzaría la presunción de inocencia, sino que también permitiría un mayor control racional de las decisiones judiciales.
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